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INASISTENCIA ALIMENTARIA / CAPACIDAD ECONÓMICA / APORTE CONSTANTE AUNQUE NO EN LA CANTIDAD ACORDADA / REVOCA -  De otra parte, no puede desconocer la Sala que en el proceso estaba demostrado que el acusado durante el periodo comprendido entre septiembre de 2010 y diciembre de 2013 cumplió con los pagos de la cuota alimentaria de $100.000, pero a partir del mes de enero del 2014 comenzó a abonar la suma de $50.000 mensuales. Y si a ello le sumamos que el Procesado devenga su sustento de las labores agrícolas que realiza en distintas fincas, como lo periódico e inestable que pueden resultar las labores en el campo cuando no se es dueño de la tierra, tal situación nos estaría indicando que existen plausibles razones que justifican el por qué el Procesado ha sido moroso en el cumplimiento pleno de sus obligaciones alimentarias para con su hijo, lo cual no quiere decir que se haya sustraído aviesamente y de manera sistemática y reiterada de las mismas, como de manera errada lo ha querido hacer parecer la Fiscalía, ya que a pesar de la demora en satisfacer con las obligaciones alimentarías que le corresponden, el señor OdeJBB ha tratado en la medida de lo posible de ser constante y reiterativo en la ayuda económica para su hijo. 

A pesar de lo dicho hasta el momento, en ningún momento la Administración de Justicia está desconociendo la obligación alimentaria que el aquí procesado tiene para con su descendencia y mucho menos se está insinuando que es la señora LEIG quien deba asumir toda la responsabilidad económica en cuento a la manutención del hijo que tiene en común con el señor OdeJBB, pues lo que se pretende es que por el contrario el procesado vea esto como la oportunidad de ponerse al día con los dineros que por ley está obligado a brindarle a su hijo y que le adeuda a la fecha por concepto de alimentos, pues en ningún momento se está extinguiendo dicha obligación, y que advierta que de continuar incumpliendo con su responsabilidad alimentaria de una manera reiterada e injustificada, podrá verse incurso en un delito que le acarrearía una pena de prisión con lo cual también terminaría viéndose afectado su actual núcleo familiar.   

Así las cosas, para la Colegiatura no es tan claro el cumplimiento de los requisitos para la existencia del delito de inasistencia alimentaria en el presente caso, y en consecuencia no se satisfacían los presupuestos exigidos por el articulo 381 C.P.P. para poder proferir un fallo de condena, pues la escueta actividad probatoria realizada tanto por parte del Ente Acusador como de la Defensa, no demostró la capacidad económica del obligado a suministrar alimentos, siendo lo único que logró dejar claro es que el señor OdeJBB ha dejado de cumplir parcialmente con sus obligaciones alimentarias con su hijo JCBI, pero no que lo ha hecho de una manera total y sin justificación alguna, y que contrario a lo afirmado por la señora LUZ ELENA, cuando dijo que desde la conciliación que firmaran en el mes de agosto del año 2010 este nada le ha dado, se dejó claro que si lo hizo de manera constante aunque en algunas ocasiones no lo hiciera en la cantidad acordada. 

Con todo lo dicho hasta el momento, la Sala habrá de acoger los argumentos expuestos por el recurrente, y de tal suerte se revocará la decisión del Juez de primera instancia, y en su lugar se absolverá al señor OdeJBB, de los cargos que le fueran endilgados por el delito de inasistencia alimentaria; en razón de ello, y teniendo cuenta que el fallo confutado al Procesado de marras se le impuso la pena de la prisión domiciliaria, se ordenará su libertad inmediata para lo cual se librará la correspondiente orden.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Aprobada por acta No. 380 del 2 de mayo de 2018. H: 2:30 p.m. 
Pereira, cuatro (4) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 8:37 a.m. 
Procesado: OdeJBB.  
Delito: Inasistencia Alimentaria
Radicación: 66088 60 00 062 2015 00035 01
Procede: Juzgado Único Promiscuo Municipal de Mistrato 
Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la defensa
Decisión: Revoca y absuelve
V I S T O S:

Procede la Colegiatura a resolver el recurso de apelación interpuesto por el Defensor del Procesado OdeJBB, en contra de la sentencia adiada el 29 de noviembre de 2017, proferida por el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Mistrató, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del aludido procesado por incurrir en la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria.
A N T E C E D E N T E S:

De acuerdo a lo plasmado en el escrito de acusación, se tiene que el 4 de febrero de 2015 la señora LUZ ELENA IDARRAGA GARCES interpuso denuncia penal en contra del señor OdeJBB, padre de su menor hijo JCBI, quien en la actualidad tienen 18 años de edad
, toda vez que este incumplió con sus obligaciones alimentarias para con su hijo, ello a pesar de mediar una conciliación de fijación de cuota alimentaria que fuera realizada el 12 de agosto de 2010 ante la Defensoría de Familia de Belén de Umbría, diligencia en la que se acordó que él daría para la manutención de hijo la suma de $100.000 mensuales; sin embargo, afirma la denunciante, él nunca aportó el pago de esa cuota.
L A   A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L:
1) Una vez instaurada la querella, se citó a diligencia de conciliación la cual nunca se llevó a cabo por cuanto el indiciado no se hizo presente. 
2) En audiencia preliminar adiada el 9 de noviembre de 2016, al entonces indiciado OdeJBB se le imputaron cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de Inasistencia Alimentaria, sin que los aceptara.
3) La Fiscalía General de la Nación (FGN), presentó escrito de acusación el 7 de febrero de 2017 en contra de OdeJBB, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado 1º Promiscuo Municipal de Belén de Umbría. Posteriormente, y después de varios aplazamientos, el 6 de marzo de 2017, se instaló la audiencia de formulación de la acusación y en ella se reiteraron los cargos de la imputación, igualmente se anunciaron los elementos materiales probatorios que se pretendían hacer valer en el juicio oral; se programó audiencia preparatoria para el día 3 de abril de ese año, día en que se realizó. 
4)  Después de varios aplazamientos la audiencia de juicio oral se instaló el 22 de mayo de 2017, pero no se pudo efectivizar por cuanto mutó, por petición de la Defensa, en una diligencia de solicitud de preclusión por la causal consagrada en el numeral 1º del art. 332 del C.P.P. la cual finalmente, después de escuchadas todas las partes, fue despachada de manera desfavorable, y contra ella no se interpuso recurso alguno. Dada esa situación, la titular del Despacho se declaró impedida para seguir conociendo del asunto de acuerdo a lo establecido en el art. 335 del Código de Procedimiento Penal.  

5) De acuerdo a lo anterior, el expediente fue remitido al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de esa localidad, quien mediante auto del 31 de mayo de 2017, se declaró impedido para conocer del asunto ya que ese Despacho ejerció el Control de Garantías en el momento de la imputación de cargos. De tal suerte, dispuso su remisión al Juzgado Único Promiscuo Municipal de Mistrató. 
6) El 8 de junio de 2017, el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Mistrató aceptó el impedimento y asumió el conocimiento de la actuación y fijó como fecha para el inicio del juicio oral el 11 de julio de esa anualidad, sin embargo, por solicitudes de aplazamiento de la Defensa,  el mismo solo se pudo llevar a cabo el 2 de noviembre de ese año, culminándose ese mismo día; una vez agotada la fase probatoria y escuchado los alegatos de las partes, fue anunciado el sentido del fallo el que resultó ser de carácter condenatorio. 
7) La lectura de la sentencia se llevó acabo el 29 de noviembre de 2017, en contra de lo decidido la Defensa interpuso recurso de apelación, el cual fue sustentando de manera escrita.  
L A    S E N T E N C I A   O P U G N A D A:

El proveído judicial objeto del recurso de apelación, es la sentencia adiada el 29 de noviembre de 2017 proferida por la Juez Único Promiscuo Municipal de Mistrató en virtud de la cual se determinó que el señor OdeJBB era culpable de haber incurrido en el delito de inasistencia alimentaria del que fuera víctima el adolescente Juan Carlos Bedoya Idarraga, ahora mayor de edad; tal decisión básicamente estuvo basada en lo siguiente: 

· El procesado no ha tenido el ánimo de dar cumplimiento integral de la cuota alimentaria acordada en la conciliación realizada entre él y la señora LUZ ELENA IDARRAGA GARCES, madre de su hijo, en el mes de agosto del año 2010, muestra de ello es que de manera unilateral en el año 2014 rebajó la misma de $100.000 a $50.000 en vez de haberla incrementado con el IPC como era lo debido. 
· Los recibos que se introdujeron al proceso como estipulaciones probatorias, presentan inconsistencias y falencias, como fechas repintadas, distintos tipo de letras y diferentes tipos de tinta de lapicero, tachones tanto en las fechas como en los valores, las firmas de quien supuestamente recibió los dineros son diferentes y en muchos casos no se corresponde con la de la denunciante. 
· No es cierto como lo afirmó el Defensor, que este proceso no debió iniciarse siquiera, por cuanto el señor OdeJBB sí había venido cumpliendo con su obligación alimentaria, pues aceptándose que él haya dado un dinero para su descendiente, es necesario observar que tal entrega no se hizo en la manera debida, muestra de ello es que en el año 2010 debió aportar cuatro cuotas y solo hay prueba de la entrega de tres, y a partir del año 2014 él de manera unilateral, como ya se dijo, disminuyó la misma en vez de aumentarla. 

· Afirmó el señor Juez A quo que aceptando en gracia de discusión los valores estipulados en los recibos de pago, se tiene que estos 68 documentos suman un total de $5.400.000, y desde el momento en que se firmó la conciliación hasta la fecha en que Juan Carlos Bedoya Idarraga cumpliera los 18 años, transcurrieron 85 meses, lo que implica que el Procesado aún le adeuda a su hijo por alimentos la suma de $3.100.000, pues esos 85 meses darían $8.500.000.
· Por otra parte, consideró que en este asunto no se avizora la existencia de una responsabilidad objetiva, pues el enjuiciado conocía de su obligación de dar alimentos a sus descendientes y por ello se comprometió en la conciliación a dar esa ínfima cuota mensual de $100.000, con la que tampoco cumplió, de allí que no sean de recibo los argumentos de que él ignoraba que no hacer tal cosa fuera un delito, o que la cuota debía aumentarse cada año. 
· No existen razones que justifiquen los incumplimientos alimentarios acá evidenciados, pues se sabe que el señor OdeJBB es una persona que no tiene ningún impedimento para laborar, y que lo hace dedicado a las labores de la agricultura por lo que seguramente recibe una remuneración pecuniaria, de allí que se presuma que cuenta por lo menos con un salario mínimo para cumplir completamente con su obligación alimentaria, lo que hace que se evidencie la falta de voluntad de su parte para darle alimentos a su hijo y brindarle además de ello, vestuario, recreación, afecto y bienestar.
L A   A L Z A D A:
Inconforme con la decisión, El Defensor interpuso recurso de apelación, argumentando que:
· No se probó en el proceso que efectivamente estuviera probada la responsabilidad penal del señor OdeJBB en el delito por el que se le procesó, prueba de ello es que en ningún momento fue posible establecer por parte del Ente Acusador desde cuándo supuestamente él se estaba sustrayendo a su obligación alimentaria, ya que ni siquiera la misma denunciante, señora LUZ ELENA IDARRAGA GARCES, logró aclarar tal punto en el juicio oral, pues sus dichos fueron inconsistentes e incoherentes, muestra de ello es que mientras en algunas oportunidades decía que se le adeudaban un millón y medio de pesos, al final de la declaración dijo que para ese entonces ya el Procesado le debía por alimentos diez millones de pesos. 
· El señor Juez A quo no podía entrar a cuestionar la autenticidad o veracidad de los 62 de recibos de pago que dan cuenta de las sumas de dinero que el señor BEDOYA entregaba a la señora IDARRAGA en razón del pago de la cuota alimentaria para el entonces menor JCBI, por cuanto los mismo fueron introducidos al proceso como estipulaciones probatorias, por ende se presume su autenticidad ya que fueron avalados por las partes. 
· El A quo a pesar de aceptar los recibos que se introdujeran como estipulación probatoria, señaló que si bien con los mismos se demostraba una entrega de dineros, ello no era suficiente para ver satisfecha la obligación reclamada, por cuanto en ellos se puede apreciar que el Procesado solo cumplió su obligación en parte, y además a partir de un momento dado, decidió de manera unilateral rebajar a la mitad la cuota estipulado; de tal manera, considera el libelista, no se puede hablar de un incumplimiento total de la obligación. 
· No es cierto, como lo afirmó el sentenciador en su laudo, que el señor OdeJBB se hubiese sustraído a su obligación alimentaria sin justa causa, pues tal cosa jamás se probó por parte del Ente Acusador, ya que en ningún momento demostró los ingresos económicos del Procesado, y lo único que se mencionó y se tuvo como cierto, es que labora como agricultor en distintas fincas, sin tener un empleo fijo, bienes de fortuna o que cuenta con ingresos adicionales que den a entender que efectivamente se ha apartado de su deber como padre por capricho o rebeldía. 
· Insistió el Defensor recurrente que en el presente caso la acción penal no debió iniciarse pues para la época de los supuestos incumplimientos, su representado, tal como quedó probado con los recibos, venía cumpliendo su obligación, y no como lo afirmó el Fiscal en sus alegatos de conclusión que él se sustrajo de la misma desde el mes de agosto de 2010 y hasta la formulación de acusación, extendiendo con ello la ocurrencia de los hechos más allá de lo que se ha establecido para tales reatos, que sería la imputación. 
· Finalmente, considera que dentro del presente asunto no se evidencia la satisfacción de todos los elementos que llevan a considerar la configuración efectiva del delito contra la familia imputado, motivo por el cual no se puede predicar de la conducta juzgada un grado de antijuridicidad de tal naturaleza que amerite la sanción que para tales hechos prevé el ordenamiento jurídico. 

Con base en todo lo anterior, solicitó el apelante que se revoque la sentencia condenatoria y en su lugar se absuelva a su prohijado. 

P A R A   R E S O L V E R   S E   C O N S I D E R A:

- Competencia:

La Sala, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. y el articulo 176 ibídem, es competente para asumir el conocimiento del presente asunto, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de primera instancia.
Así mismo no se avizora irregularidad o mácula alguna que pueda viciar de nulidad la actuación procesal.
- Problema jurídico:

Del contenido de los argumentos expuestos por el recurrente en la sustentación del recurso de apelación, a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:
¿El acervo probatorio habido en el proceso cumplía a cabalidad con los requisitos exigidos por el artículo 381 del C.P.P para proferir una sentencia condenatoria en contra del procesado OdeJBB por incurrir en la presunta comisión del delito de Insistencia Alimentaria?
- Solución:
Para resolver el problema jurídico aquí propuesto se debe tener en cuenta que la tesis de discrepancia esgrimida por la Defensa radica en aseverar que a su juicio en el presente asunto no está probado que el señor OdeJBB se haya sustraído injustificadamente de cumplir en debida forma la obligación alimentaria que tenía o tiene con su hijo, ahora mayor de edad, Juan Carlos Bedoya Idarraga, pues dentro del proceso se demostró que él si ha cumplido con su deber económico para con su hijo, además de que la Fiscalía no probó que él se haya sustraído al suministro de los dineros que se echan de menos como faltantes de manera injustificada. 
Para poder resolver el problema jurídico propuesto por el apelante, la Sala tendrá en cuenta que el delito de inasistencia alimentaria se caracteriza por tipificar una conducta omisiva de carácter permanente relacionado con el injustificado incumplimiento del deber legal que le asiste a una persona de suministrar alimentos hacia aquellas personas con las cuales está obligado, lo cual quiere decir que la ejecución de dicha conducta negativa se prolonga durante todo el tiempo en el que el sujeto agente siga aferrado al comportamiento omisivo, por lo que la consumación de tal actuar punible solo se vendría a materializar desde el momento en el que el sujeto agente asuma el cumplimiento de los deberes a los cuales estaba obligado, es decir, con el acatamiento del deber legal de suministrarle alimentos a las personas a las cuales estaba obligado por ministerio de Ley y tratándose de los derechos fundamentales del menor.
De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, está claro que dos puntos resultan fundamentales al momento de establecer la responsabilidad penal de un ciudadano dentro del delito de inasistencia alimentaria, y esto es, que el incumplimiento de la obligación se dé sin una justa causa y la capacidad del obligado para brindar la asistencia alimentaria en la medida y cantidad que se le exige, sin sacrificar con ello su propia mínima existencia.
En suma, se puede concluir para que se configure el delito de inasistencia alimentaria es necesario que se cumplan con los siguientes requisitos fundamentales:

1. Estado de necesidad del alimentario.

2. Capacidad económica del alimentante.

3. Vínculo jurídico entre el alimentante y el alimentario, tales como relaciones de consanguinidad, conyugales, parentesco, etc…

4. El incumplimiento injustificado por parte del alimentante de sus obligaciones alimentarias.
Al aplicar lo anterior al caso en estudio, como punto de partida tenemos que de un análisis del acervo probatorio habido en el presente asunto, se pudo decir que en el proceso ha quedado probado lo siguiente: 

· El joven Juan Carlos Bedoya Idarraga es hijo del señor OdeJBB y de la señora LUZ ELENA IDARRAGA GARCES, y en la actualidad cuenta con 18 años de edad.

· En el año 2010, la señora IDARRAGA GARCES logró que mediante conciliación realizada el 12 de agosto de ese año se fijara una cuota alimentaría de $100.000 mensuales. 
· Existen 64 recibos de pago, que se introdujeron como estipulaciones probatorias, en que se dan cuenta de los dineros suministrados por el señor OdeJBB a la señora LUZ ELENA por concepto de cuota alimentaria para su hijo JCBI, entre septiembre de 2010 y enero del año 2016. 
· Dentro de los recibos aportados, se evidencia que entre septiembre de 2010 y diciembre de 2013 el Procesado suministró la cuota de $100.000, pero desde el mes de enero del 2014 y hasta el mes de enero de 2016, fecha del último documento, se entregaron $50.000 mensuales, sin que en el proceso se supiera las razones que incidieron para que el procesado decidiera disminuir a motu proprio el quantum de las cuotas alimentarias. 
· La Fiscalía no demostró que el enjuiciado tuviera un empleo fijo, tampoco probó a cuánto ascienden los ingresos devengados mensualmente por él, situación que tampoco se demostró por parte de la defensa, que solo comunicó que OdeJBB se dedica a labores agrícolas en distintas fincas. 
· Se demostró que el señor BEDOYA BEDOYA no posee ningún bien de fortuna mueble o inmueble, ni se encuentra registrado como comerciante o cosa parecida en la Cámara de Comercio.  

A la luz de lo que antecede y teniendo en cuenta los reproches realizados por el Defensor a la decisión del Juez de primer nivel de condenar al señor OdeJBB, encuentra la Sala que si bien es cierto que en principio se puede entender que el procesado se ha sustraído a sus deberes alimentarios, también lo es que sus incumplimientos no han sido totales ni permanentes ni absolutos, ya que el Procesado cumplió a cabalidad con el pago de la cuota alimentaria, acordada ante la Defensoría de Familia de Belén de Umbría, el 12 de agosto de 2010, durante el periodo comprendido entre los años 2010 y 2013, pero a partir del año 2014 hasta mediados del 2016, por razones que desconocemos, pues ello nunca se probó en el proceso, empezó a cancelar una cuota alimentaria de $50.000,oo, o sea que de manera unilateral decidió disminuir el pago de las cuotas alimentarias, cuando lo que se esperaba es que las mismas se incrementaran o actualizaran de acuerdo a la inflación o las fluctuaciones del índice de precios al consumidor (IPC).
Tal situación, nos enseña, contrario a lo reclamado por el apelante, que en el presente asunto si está acreditado que el Procesado incumplió con sus obligaciones de suministrarle alimentos a su menor hijo, puesto que un incumplimiento parcial no se puede pregonar ni catalogar como un acatamiento pleno de tales deberes.
En este punto, resulta importante recordar, como ya se dijo en párrafos anteriores, que para la adecuación típica del delito de inasistencia alimentaria, no solo basta el incumplimiento de las obligaciones del sujeto agente de suministrar alimento, sino que ese incumplimiento debe ser injustificado y que se acrediten las capacidades económicas del obligado a suministrar alimentos, por lo que es claro que en aquellos eventos en los cuales existan razones de hecho como de derecho que justifiquen dicho comportamiento omisivo o que se demuestre que estaba en imposibilidad de suministrar alimentos, es obvio que el mismo no puede ser catalogado como delictivo por ausencia de uno de los elementos que estructuran la tipicidad del reato de marras.  
Al aplicar todo lo anterior al caso en estudio, se tiene, con base en el escueto acervo probatorio allegado por el Ente Acusador, que en momento alguno pudo demostrar que los incumplimientos al pago de las cuotas alimentarias por parte del procesado no sean justificados, y que él durante estos años haya tenido o tenga un empleo estable que le permita devengar por lo menos un salario mínimo que pudiera garantizar la entrega de la cuota para su hijo. 
Para poder demostrar la anterior afirmación, tenemos que la Fiscalía prácticamente soportó su teoría del caso en el testimonio absuelto por la Sra. LUZ ELENA IDARAGA GARCES, quien en su narración solamente da cuenta del comportamiento asumido por el Procesado para con su menor hijo respecto de cómo incumplió con sus obligaciones de suministrarle alimentos y esguince que le ha hecho al cumplimiento de las cuotas alimentarias pactadas en el año 2010, a cuyo pagó no le ha reconocido ningún tipo de incremento.  
Pero es de anotar que la Fiscalía con las pruebas aducidas al proceso en ningún momento cumplió con la carga que le asistía de demostrar cual era la capacidad económica del alimentante, o que en su defecto ejerciera una actividad laboral que permitiera inferir tal situación, durante el período en el cual el Procesado ha incumplido con sus obligaciones alimentarias, el que, según el Ente Acusador estaría comprendido desde mes de agosto del año 2010 hasta el momento de la acusación, o sea el 6 de marzo de 2017. Lo cual se torna errado por ser contrario a la realidad procesal, ya que las pruebas estipuladas entre las partes demuestran que el Procesado empezó a incumplir con lo pactado en la conciliación a partir del año 2014, o más bien a cumplirlo parcialmente, cuando de manera unilateral procedió a cancelar una cuota alimentaria de $50.000,oo. Y si a ello le aunamos que la imputación se surtió el 9 de noviembre del 2016, ello quiere decir que a partir de esas calendas se debe entender que se estaba en presencia de un delito consumado, si se tiene en cuenta que con la formulación de la imputación se interrumpida la prescripción
; a lo que se debe aunar que en los delitos de tracto sucesivo de manera ficta se entiende que su ejecución se interrumpiría a partir del momento de la presentación del escrito de acusación.
De otra parte, no puede desconocer la Sala que en el proceso estaba demostrado que el acusado durante el periodo comprendido entre septiembre de 2010 y diciembre de 2013 cumplió con los pagos de la cuota alimentaria de $100.000, pero a partir del mes de enero del 2014 comenzó a abonar la suma de $50.000 mensuales. Y si a ello le sumamos que el Procesado devenga su sustento de las labores agrícolas que realiza en distintas fincas, como lo periódico e inestable que pueden resultar las labores en el campo cuando no se es dueño de la tierra, tal situación nos estaría indicando que existen plausibles razones que justifican el por qué el Procesado ha sido moroso en el cumplimiento pleno de sus obligaciones alimentarias para con su hijo, lo cual no quiere decir que se haya sustraído aviesamente y de manera sistemática y reiterada de las mismas, como de manera errada lo ha querido hacer parecer la Fiscalía, ya que a pesar de la demora en satisfacer con las obligaciones alimentarías que le corresponden, el señor OdeJBB ha tratado en la medida de lo posible de ser constante y reiterativo en la ayuda económica para su hijo. 
A pesar de lo dicho hasta el momento, en ningún momento la Administración de Justicia está desconociendo la obligación alimentaria que el aquí procesado tiene para con su descendencia y mucho menos se está insinuando que es la señora LUZ ELENA IDARAGA GARCES quien deba asumir toda la responsabilidad económica en cuento a la manutención del hijo que tiene en común con el señor OdeJBB, pues lo que se pretende es que por el contrario el procesado vea esto como la oportunidad de ponerse al día con los dineros que por ley está obligado a brindarle a su hijo y que le adeuda a la fecha por concepto de alimentos, pues en ningún momento se está extinguiendo dicha obligación, y que advierta que de continuar incumpliendo con su responsabilidad alimentaria de una manera reiterada e injustificada, podrá verse incurso en un delito que le acarrearía una pena de prisión con lo cual también terminaría viéndose afectado su actual núcleo familiar.   

Así las cosas, para la Colegiatura no es tan claro el cumplimiento de los requisitos para la existencia del delito de inasistencia alimentaria en el presente caso, y en consecuencia no se satisfacían los presupuestos exigidos por el articulo 381 C.P.P. para poder proferir un fallo de condena, pues la escueta actividad probatoria realizada tanto por parte del Ente Acusador como de la Defensa, no demostró la capacidad económica del obligado a suministrar alimentos, siendo lo único que logró dejar claro es que el señor OdeJBB ha dejado de cumplir parcialmente con sus obligaciones alimentarias con su hijo JCBI, pero no que lo ha hecho de una manera total y sin justificación alguna, y que contrario a lo afirmado por la señora LUZ ELENA, cuando dijo que desde la conciliación que firmaran en el mes de agosto del año 2010 este nada le ha dado, se dejó claro que si lo hizo de manera constante aunque en algunas ocasiones no lo hiciera en la cantidad acordada. 
Con todo lo dicho hasta el momento, la Sala habrá de acoger los argumentos expuestos por el recurrente, y de tal suerte se revocará la decisión del Juez de primera instancia, y en su lugar se absolverá al señor OdeJBB, de los cargos que le fueran endilgados por el delito de inasistencia alimentaria; en razón de ello, y teniendo cuenta que el fallo confutado al Procesado de marras se le impuso la pena de la prisión domiciliaria, se ordenará su libertad inmediata para lo cual se librará la correspondiente orden.
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo proferido el día 29 de noviembre de 2017 por parte del Juzgado Único Promiscuo Municipal de Mistrató, en el cual se condenó al Procesado OdeJBB por incurrir en la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria, y en consecuencia se absolverá al Procesado de tales cargos.
SEGUNDO: ORDENAR la inmediata libertad Procesado OdeJBB BEDOYA, quien en la actualidad se encuentra purgando su condena en prisión domiciliaria. 
TERCERO: DECLARAR que contra de la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentando dentro de las oportunidades de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Razón por la cual la Sala considera que al develar su identidad en ningún momento se está atentando en contra del derecho que le asisten a los menores de edad víctimas de un delito al anonimato.


� Articulo 292 C.P.P.
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